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León, Guanajuato, a 05 cinco de julio del año 2009, dos mil nueve. . . . . .  . . . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 289/2009-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano LUIS GERARDO FLORES LÓPEZ, en contra del Agente de Tránsito José Roberto Guaní Sánchez y en cumplimiento de la Sentencia pronunciada con fecha 16 dieciséis de marzo de del año en curso, por el Magistrado de la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, en el Recurso de Revisión número R.R. 17/1ª.Sala/10; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . .  . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que el actor impugna la determinación de imponerle una infracción supuestamente por haber invadido el carril exclusivo para el servicio público, actos cuya existencia se acredita con el acta de infracción número T-3737686, de fechas 09 nueve de octubre del año 2009, dos mil nueve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La demandada hace valer la casual de improcedencia prevista en la fracción I del citado artículo 261, toda vez que para que la infracción combatida cause perjuicio es indispensable que se califique y en la especie no ha sido calificada, por lo que el acto administrativo no tiene carácter definitivo. Causal que resulta INFUNDADA, en razón de que el acta de infracción de tránsito como acto de molestia, es susceptible de impugnarse a partir de su levantamiento y no es necesario que se lleve a cabo su calificación, según lo ha sostenido el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, en varias de sus resoluciones, de ahí que este Juzgado a la fecha cambió el criterio que venía sosteniendo en el sentido de que la referida acta adquiría su carácter de acto definitivo con la calificación de la infracción. . . . . . . . . . . . . 

Ante la inoperancia de esta causal de  improcedencia y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . .  . . . 
CUARTO.- Que el actor en el inciso C), manifiesta que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que las sanciones impuestas por las autoridades administrativas deberán hacerse con audiencia de la persona afectada. Sigue manifestando que nos encontramos ante una actuación excesiva de la autoridad y una errónea interpretación de una norma que violenta derechos elementales del acto, toda vez que viola la garantía de audiencia e interpreta de manera errónea el dispositivo legal invocado y actúa fuera de las facultades conferidas, encontrándonos en presencia de un acto de autoridad que no se apega al estado de derecho. En tanto que, la autoridad demandada en esencia contesta que el actor no expresa agravios y contraviene el artículo 265, fracción VII, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en merito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La argumentación enderezada respecto a la violación del derecho de audiencia, 
conforme a la técnica jurídica constituye la expresión de concepto de impugnación, pues aún y cuando omite indicar el ordenamiento y el precepto legal violado en su perjuicio, se desprende la causa de pedir, ya que se puede deducir cual es el Ordenamiento Legal dejado de aplicar y que exige ese derecho. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a  Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.”, en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . 
Así las cosas, en la especie tal y como lo sostiene el Magistrado Propietario de la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, en la resolución que se ejecuta, el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo conducente a la garantía de audiencia prevé: . . . . . .  . . . . . . .
“Artículo 14.- … Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.  …”. . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

De este precepto se desprende que nadie puede ser privado de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante procedimiento donde, entre otras cosas, se respete la garantía de audiencia del gobernado y para colmar esta garantía, es menester notificar al particular que existe un procedimiento en su contra, señalando las razones y motivos del mismo; abrir un periodo probatorio; hacer una valoración de las pruebas ofrecidas por las partes; y, dictar una resolución o emitir una decisión. De autos de esta causa administrativa, no se desprende que la autoridad demandada haya respetado la garantía de audiencia de la parte actora, pues el Ad Quem sostiene que en la boleta de infracción combatida se advierte que se conmina al actor al pago inmediato de la multa, so pena de ir aumentando a la par de que los días vayan pasando y conforme a lo anterior, este Órgano de Control de Legalidad deduce que en la especie existe la calificación de la infracción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, conforme a lo estipulado por el artículo 223 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, antes de calificar la infracción impone a la autoridad el deber de brindarle al particular la oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas, así como formular alegaciones, tendentes a desvirtuar los hechos que se le atribuyen, al establecer: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 223.‑ En el procedimiento de calificación de la infracción e imposición de la sanción correspondiente, se respetará la garantía de audiencia del infractor.”

Este precepto legal consagra a favor del actor el derecho de defensa previa, por ende, la autoridad se encuentra constreñida a observar las formalidades necesaria para respetar ese derecho, sin embargo, es el caso que el Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, no contempla procedimiento administrativo alguno para llevar a cabo la calificación del acta de infracción combatida, luego entonces, a fin de darle al justiciable el derecho de defensa previa, es menester aplicar de manera supletoria el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, pues en su artículo 133 establece cuando opera la supletoriedad, por lo que resulta aplicable el artículo 214 del mismo Código, precepto que establece: . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 214. El citatorio de garantía de previa audiencia contendrá:
I. El nombre de la persona a la que se dirige;

II. El lugar, fecha y hora en la que tendrá verificativo la audiencia;

III. El objeto y alcance de la audiencia;

IV. Los motivos y fundamentos de hecho y de derecho en que se sustente, y se pondrán a disposición del interesado las constancias respectivas para su consulta;

V. El derecho del interesado a aportar pruebas y alegar en la audiencia por sí o por medio de defensor; y

VI. La fecha de emisión, nombre, cargo y firma de la autoridad administrativa que lo emite.

La audiencia se celebrará después de tres y antes de diez días, contados a partir de que surta efectos la notificación del citatorio.”

Sin embargo, estimando el sentido de la resolución que se ejecuta y por consiguiente partiendo de la premisa de que ya existe la calificación de la infracción, es el caso que al justiciable no se le respeto el derecho de previa audiencia, establecido a su favor en el citado artículo 214, pues como se advierte de las constancias que integran el expediente que se resuelve, no obra medio de convicción alguno tendente a demostrar que se agotó el procedimiento respetivo, de manera previa a la calificación de la referida acta de infracción, omisión que constituye un vicio del procedimiento que afecta la defensa del impetrante y que trae como consecuencia que la calificación de la infracción sea ilegal, por carecer del elemento de validez establecido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de ahí que esta irregularidad origina la nulidad de la calificación del acta de infracción combatida. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, el acto impugnado afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica del ciudadano Luis Gerardo Flores López, violando en su perjuicio los artículos 4 y 223 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 214 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por tal virtud, con fundamento en los artículos 300, fracción III y 302 fracción III, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad de la calificación de la infracción para el efecto de que la autoridad competente reponga el procedimiento administrativo de calificación de la infracción e imposición de la sanción, a partir del citatorio a la audiencia prevista en el artículo 214 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, la que deberá celebrarse respetando las formalidades esenciales del procedimiento administrativo exigidas por dicho numeral; por consiguiente, se le concede a la demandada el término de 15 quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del proveído que declare ejecutoriada esta sentencia, para dar cumplimiento a este fallo, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, sobre el particular cabe aclarar que la procedencia de la argumentación lógica y jurídica enderezada respecto al derecho de audiencia previa analizada en los párrafos que anteceden excluye el estudio de los demás conceptos de violación argüidos en la demanda. De esta manera, en la especie sólo se entró al estudio de la garantía de audiencia, en razón de que constituye una violación de carácter formal en el procedimiento administrativo, por ello, no se analizaron las demás cuestiones aducidas en la demanda; además, de que primero se da la fase de ofrecimiento, desahogo de pruebas y alegatos, y posteriormente viene la calificación de la infracción, fase en donde se funda y motiva la comisión de la falta y se aplica la sanción de carácter económico. Al respecto resulta ilustrativa la Tesis de Jurisprudencia con número de registro: 213.013, en materia(s): Común, localizada en la Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.75, Marzo de 1994. Tesis: V.2o. J/87. Página: 55, bajo el siguiente rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACION POR VICIOS DE FORMA DEL ACTO RECLAMADO. SU PROCEDENCIA EXCLUYE EL EXAMEN DE LOS QUE SE EXPRESAN POR FALTAS DE FONDO (AUDIENCIA, FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DEL ACTO EN CITA). Cuando se alegan en la demanda de amparo violaciones formales, como lo son las consistentes en que no se respetó la garantía de audiencia o en la falta de fundamentación y motivación del acto reclamado y tales conceptos de violación resultan fundados, no deben estudiarse las demás cuestiones de fondo que se propongan, porque las mismas serán objeto ya sea de la audiencia que se deberá otorgar al quejoso o, en su caso, del nuevo acto, que emita la autoridad; a quien no se le puede impedir que lo dicte, purgando los vicios formales del anterior, aunque tampoco puede constreñírsele, a reiterarlo.”. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción III  y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD de la calificación del acta de infracción T-3731686, de fecha 09 nueve de octubre del año 2009, dos mil nueve, para el efecto de que la autoridad competente reponga el procedimiento administrativo de calificación de la infracción e imposición de la sanción, a partir del citatorio a la audiencia prevista en el artículo 214 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, concediéndose el término de 15 quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del proveído que declare ejecutoriada esta sentencia, para dar cumplimiento a este fallo, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado al mismo. . .  . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

